El siguiente es el documento presentado por la Magistrada Ponente.  El contenido total y fiel debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 

Providencia:
 Auto 2ª Instancia – 17 de agosto de  2018

Radicación Nro. :
 66170-31-03-001-2018-00033-01

Proceso:

 Acción de tutela

Demandante: 

 María Idalba Restrepo Sabas

Demandado:

 Protección SA y otros
Magistrado Ponente: 
 Claudia Marìa Arcila Ríos
Temas:

ACCIÓN DE TUTELA/  CAUSAL DE NULIDAD PREVISTA EN EL NUMERAL 8° DEL ARTÍCULO 133 DEL CÓDIGO GENERAL DEL PROCESO/ FALTA INTEGRACIÓN CONTRADICTORIO - Director de Recursos Humanos de la Gobernación de Risaralda y al Subdirector de Gestión Documental de la UGPP/ NULIDAD.
6. Por lo tanto, se declarará la nulidad de lo actuado desde la sentencia proferida y se ordenará al funcionario de primera instancia vincular a la actuación al Director de Recursos Humanos de la Gobernación de Risaralda y al Subdirector de Gestión Documental de la UGPP, sin que en esta sede se integre el contradictorio, de conformidad con el inciso quinto del artículo 134 del Código General del Proceso que en su parte pertinente establece: “Cuando exista litisconsorcio necesario y se hubiere proferido sentencia, esta se anulará y se integrará el contradictorio.”
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA UNITARIA CIVIL FAMILIA

Magistrada: Claudia María Arcila Ríos

Pereira, agosto diecisiete (17) de dos mil dieciocho (2018)


Expediente No. 66170-31-03-001-2018-00033-01
1. Sería del caso decidir la impugnación que formuló el representante legal y judicial de Protección SA, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas, el pasado 27 de junio, en la acción de tutela que instauró la señora María Idalba Restrepo Sabas en contra de ese fondo de pensiones y la extinta Caja Nacional de Previsión Social, a la que fueron vinculados Colpensiones, el Departamento de Risaralda, la Oficina de Bonos Pensionales del Ministerio de Hacienda y Crédito Público y el Municipio de Dosquebradas, pero se ha configurado una nulidad que es del caso declarar.

2. En ejercicio de la acción consagrada en el artículo 86 de la Constitución Política, pretende la demandante se ordene a Protección SA y a Cajanal, reconocer su pensión de jubilación, a partir del 27 de enero de este año. Para sustentar esa súplica indicó que el 14 de abril de 2016 elevó solicitud a la primera de esas entidades para efecto de que le concediera la citada prestación, pero a la fecha no ha recibido respuesta positiva y lo único que le indican en las oficinas de ese fondo de pensional es que Cajanal se ha negado a emitir el bono pensional. 
3. Por auto del 14 de junio pasado se admitió la acción contra Colpensiones, “antes Cajanal”, y Protección SA. Con posterioridad se dispuso la vinculación del Departamento de Risaralda, la Oficina de Bonos Pensionales del Ministerio de Hacienda y Crédito Público y el Municipio de Dosquebradas.

4. En la sentencia proferida se negó la pretensión dirigida al reconocimiento de la prestación solicitada, pero se concedió el amparo del derecho de petición y se ordenó: a) a la Representante Legal y Judicial de Protección adelantar los trámites necesarios para actualizar la historia laboral de la accionante, surta la actuación correspondiente ante la Oficina de Bonos Pensionales del Ministerio de Hacienda y Crédito Público y resuelva la reclamación pensional formulada; b) al Alcalde de Dosquebradas aclarar la inconsistencia consignada en el certificado laboral de la actora y remitir esa constancia a Protección y c) no desvincular a las demás entidades “por cuanto deben colaborar con toda la información requerida por el Fondo de Pensiones Protección para resolver la solicitud de pensión”.

5. Revisada la actuación se evidencia que en el curso de la primera instancia se incurrió en la causal de nulidad prevista en el numeral 8° del artículo 133 del Código General del Proceso por las siguientes razones:

5.1 No se integró el contradictorio con el Director de Recursos Humanos de la Gobernación de Risaralda, funcionario que suministró respuesta a la petición realizada por Protección SA tendiente a que se expidiera copia de los comprobantes de pago realizados a Cajanal o modificara de la certificación de los tiempos laborados por la accionante
.
5.2 Tampoco se vinculó al Subdirector de Gestión Documental de la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social -UGPP-, quien se pronunció frente a la solicitud de expedición de los soportes de pago a Cajanal, formulada por la Dirección de Recursos Humanos de la Gobernación de Risaralda
.
6. Por lo tanto, se declarará la nulidad de lo actuado desde la sentencia proferida y se ordenará al funcionario de primera instancia vincular a la actuación al Director de Recursos Humanos de la Gobernación de Risaralda y al Subdirector de Gestión Documental de la UGPP, sin que en esta sede se integre el contradictorio, de conformidad con el inciso quinto del artículo 134 del Código General del Proceso que en su parte pertinente establece: “Cuando exista litisconsorcio necesario y se hubiere proferido sentencia, esta se anulará y se integrará el contradictorio.”
En mérito de lo expuesto, esta Sala Unitaria Civil - Familia, del Tribunal Superior de Pereira, 

R E S U E L V E 

PRIMERO: Declarar la nulidad de lo actuado en esta acción de tutela instaurada por la señora María Idalba Restrepo Sabas contra Protección SA y la extinta Caja Nacional de Previsión Social, desde la sentencia proferida. 

SEGUNDO: Se ordena al funcionario de primera instancia rehacer la actuación afectada, de acuerdo con lo expuesto en la parte motiva de esta providencia.

TERCERO: Por la secretaría, remítase el expediente al juzgado de origen, a fin de que se surta el trámite indicado en el numeral anterior.

CUARTO: Entérese a las partes de la presente decisión por el medio más eficaz.

Notifíquese y cúmplase,  

La Magistrada,




   CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
� Folio 32 cuaderno No. 1


� Folios 28 vuelto a 30 cuaderno No. 1







